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                     "Banca Nazionale del Lavoro S.A. 

                      c/Valle, Antonio y otros

Causa Nº 50.407       s/Cobro Ejecutivo.”

                  Juzg.Civ.y Com.Nº2 - Tandil.                            

                  Reg...21.....Sent.Civil.

En la ciudad de Azul, a los    1        días del mes de Marzo de Dos Mil Siete, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Jorge Mario Galdós, Ana María De Benedictis y Víctor Mario Peralta Reyes, para dictar sentencia en los autos caratulados: “BANCA NAZIONALE DEL LAVORO S.A. C/VALLE, ANTONIO Y OTROS S/COBRO EJECUTIVO.” (Causa Nº50.407), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr.GALDÓS – Dr.PERALTA REYES - Dra.DE BENEDICTIS. 

         Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

                  -C U E S T I O N E S-       
         1ª.- ¿Es justa la sentencia apelada de fs.187/193?.                           

         2ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

                      -V O T A C I O N-
         A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Doctor GALDOS, dijo:                         

         I) La sentencia recurrida desestimó las excepciones de incompetencia e inhabilidad de título planteadas por Alcira Susana Frechero, Daniel Luis Chaffraix e Hilda Noemí Pallero, mandando llevar adelante la ejecución promovida por la Banca Nazionale del Lavoro S.A. contra ellos y contra Pascual Ferrero por $ 52.518,41 correspondientes al saldo deudor de cuenta corriente y $ 4.166,69 por un pagaré, con más los intereses siguientes: respecto el saldo deudor la tasa activa que cobra el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones a treinta días desde el 3/05/01, fecha de la mora; y respecto del pagaré (por $ 12.000) el interés a tasa activa que aplique el Banco de la Nación Argentina para operaciones de descuento a 30 días desde la fecha de mora (7/05/01) hasta el día 01/10/02; a partir de dicha fecha se adecuará el capital conforme al Coeficiente de Variación de Referencia de Salarios (C.V.S.) y hasta el 31/03/04 en que cesará dicho coeficiente de actualización. Desde el 1/10/02 y hasta el efectivo pago, la obligación devengará el interés tasa activa que aplique el Banco de la Nación Argentina para operaciones de descuento a 30 días.

         Para así decidir, y en lo que aquí importa, el fallo se fundó para rechazar la excepción de inhabilidad de título interpuesta por Pallero y Chaffraix en los siguientes argumentos:

         - operó, en base al reconocimiento tácito que prevé el art.524 C.P.C., el carácter de codeudores solidarios, lisos, llanos y principales pagadores con renuncia a los beneficios de excusión y de división;

         - no habiéndose probado el pago total o parcial de las obligaciones reclamadas (el saldo deudor en cuenta corriente y el pagaré) y siendo que el trámite concursal de la sociedad afianzada va por separado, los codeudores solidarios responden en forma conjunta con el deudor principal sin poder invocar el beneficio de división o excusión y resultan ser deudores directos;

         - el incumplimiento de la obligación principal hace surgir la responsabilidad del fiador, lo que resulta del reconocimiento tácito de la obligación principal y la ausencia de alegación de pago, bastando “con la exigibilidad de los documentos que se acompañan ya que la fianza en cuestión es amplia y a favor de cualquier obligación que contraiga la sociedad concursada para con el actor de autos”;

         - “habiendo quedado tácitamente reconocidas las firmas del contrato de fianza, no estando cuestionado el saldo deudor de la cuenta corriente ni el pagaré de fs.14/15 y abarcando el contrato de fianza estas obligaciones, se reúnen todos los requisitos necesarios para el proceso ejecutivo, incluyendo la exigibilidad de la deuda negada”; 

         El rechazo de la petición de la nulidad del contrato de fianza por la indeterminación del tipo de negocio o el límite temporal se fundó en que:

         - se cumplió con lo establecido por los arts.1988 y 1989 Cód.Civil;

         - es válida la fianza otorgada para todas las operaciones que el afianzado realizara con determinada persona, aunque no se limitara la garantía al importe de una suma determinada y el crédito resulte así incierto;

         - no es aplicable la ley de Defensa del Consumidor, invocada para pedir la nulidad del contrato de fianza, ya que las obligaciones se encuentran estipuladas en el pagaré y en el saldo deudor al que accede la fianza.

         Contra ese pronunciamiento apelan los demandados a fs.196/197 y 198/199, expresando agravios a fs.203/212, los que fueron contestados a fs.215/217.

         En el agravio conjunto de los tres codemandados apelantes se sostiene la invalidez de la fianza, por un lado, y se disconforman con la tasa de interés aplicada, por el otro.

         En lo atinente a la primera queja la parte demandada sostiene que la fianza es inválida porque contiene obligaciones indeterminadas, en violación con lo prescripto por los arts. 1988 y 1989 Cód.Civ. y se vulnera la ley de defensa del consumidor, porque es la parte débil del contrato. Al desarrollar ambos fundamentos señala, con citas doctrinarias, que el objeto de la fianza debe ser determinado y aún cuando el monto puede ser indeterminado, el riesgo y el objeto del contrato deben estar delimitados o sea “si bien la ley permite el afianzamiento de una obligación futura y de monto indeterminado, de todas maneras exige que se determine la obligación” (sic, fs.205).

         Luego de otras consideraciones concluye que la fianza ómnibus glosada a fs.12 carece de validez debiendo ser rechazada la ejecución. También puntualiza que es aplicable la ley de Defensa del Consumidor cuyos arts. 36 y 37 confieren sustento a la invalidez genérica de la fianza (no del pagaré o del contrato de mutuo, como lo decidió la sentencia atacada) porque es un documento preimpreso, plagado de renuncias de derechos, ya que el fiador gratuito -rol que asumieron los recurrentes- no puede negociar y discutir el contenido del contrato. 

         El último agravio, deducido en subsidio, es el referido a la tasa de interés. La sentencia fijó –como se anticipó-  para el saldo deudor la tasa activa del Banco Nación siendo que corresponde aplicar la tasa pasiva, conforme lo predica la doctrina legal de la Suprema Corte en ausencia de pacto de intereses y de tasa legal; y para el pagaré también fijó la tasa activa por el período que va desde el 7 de mayo de 2001 al 1 de noviembre de 2002 y, luego de aplicado el C.V.S., desde el 1 de noviembre de 2002 y hasta el pago efectivo, la tasa activa. Esa solución no respeta la ley 25713 –T.O. 25796- la que se aplica únicamente a las obligaciones con tasa de intereses pactada, que no es el caso de autos en el que el pagaré ejecutado tiene en blanco el lugar en el que se debió colocar la tasa convenida por las partes. Por ello también en este supuesto solicita se fije la tasa pasiva.
         II) 1) Adelanto mi propuesta decisoria de que el agravio referido a la nulidad de la fianza -conforme las particularidades del caso- no puede prosperar, pese al esfuerzo de la apelante. Y ello torna innecesario discriminar –como lo afirma la apelada al responder los agravios- cuál de los tres fiadores ejecutados fue el que opuso esa defensa en Primera Instancia y por ende habilitó la instancia revisora (arts.266, 272, 274 y concs. C.P.C.). 

         En efecto, cabe tener presente que los codemandados recurrentes Alcira Frechero –quien se excepcionó a fs.153- e Hilda Noemí Pallero y Daniel Chaffraix -quienes hicieron lo propio, según otros fundamentos vertidos a fs.82- fueron demandados y condenados a pagar como codeudores solidarios de obligaciones asumidas por el deudor principal “La ganadera de J.N. Fernández S.A.”, y garantizadas según el contrato de fianza glosado a fs.18 e impugnado por inválido. Ese contrato de fianza el banco ejecutante lo hace extensivo a dos obligaciones distintas: al crédito por el saldo impago de un pagaré por U$S 10.000 (fs.14) y por $ 52.518,41 en concepto de saldo deudor de la cuenta corriente bancaria N°20-305-500865-0 (conf. fs.15/17 e interpelaciones por carta documento de fs.19/21).

         Frente a esa pretensión la inicial oposición de Chaffraix y Pallero, deducida a fs.82/85, se sustentó en la inhabilidad del título por ausencia del presupuesto de deuda exigible según el régimen de los arts. 15 y 55 de la ley de concursos -T.O.ley 25563- y no en la invalidez de la fianza que fue la defensa que en Primera Instancia opuso solamente Frechero a fs.154 vta./156 aduciendo indeterminación de la obligación afianzada, en los términos de los arts.1988 y 1989 Cód.Civil.

         Así las cosas, e inicialmente,  es importante señalar que: 

         a) la obligación asumida por los apelantes es una fianza general bancaria o fianza ómnibus, como especie del género fianza abierta o global (conf. la terminología y clasificación en Gonzalo Sozzo en anotación a fallo  Cám.Nac.Com. Sala B, 10/10/96 “Deustche Bank Argentina c/Naymark, Víctor” en “Revista de Derecho Privado y Comunitario” N°22, “Prescripción Liberatoria”, pág.371). Ello se desprende de las propias palabras del contrato de fs.18 que dice textualmente: “la presente fianza comprende todas las obligaciones contraídas por el Deudor con el Banco, existentes a la fecha, contraídas tanto en pesos como en moneda extranjera, vencidas o a vencer, como así también todas las obligaciones que el Deudor contraiga con el Banco, cualquiera sea la causa de dichas obligaciones, ya sean simples o condicionadas, líquidas o no, incluyendo sus intereses compensatorios, punitorios o demás accesorios legales (en adelante, las Obligaciones Afianzadas)” (sic, fs.18 cláusula 1ª);

         b) otro punto a ponderar es que los fiadores demandados asumieron el carácter de “codeudores solidarios, lisos, llanos y principales pagadores con renuncia a los beneficios de excusión y de división y a la interpelación previa prevista en el art.480 del Cód.de Comercio, por todas las obligaciones contraídas con la Banca Nazionale del Lavora S.A. (en adelante, el Banco) por La Ganadera J.N.Fernández” (sic, contrato fs.18).

         Así las cosas la expresa asunción del carácter de principal pagador desplaza, en principio, la aplicación de las normas de la fianza ya que el obligado asume el carácter de codeudor solidario, en los términos de los arts.2005 Cód.Civ. y 480 Cód.Com. Es decir que “aunque se lo califique de fiador es un codeudor solidario y por ende rigen las obligaciones solidarias” (S.C.B.A. Ac.57992, 8/7/97, “Bco.de La Pampa c/Marcos Suris S.A. s/Ejecutivo”, sumario Juba B24063; Sozzo, Gonzalo “Contratos” en “Revista de Derecho Privado y Comunitario” N°22, cit. pág.382). Empero, y pese a ello, cabe igualmente analizar la excepción de la invalidez de la fianza (por la indeterminación de la obligación garantizada) ya que, en ese aspecto, las normas que rigen el contrato de fianza son igualmente aplicables. 

         Se sostiene en doctrina que el codeudor solidario es en realidad “un fiador al que se le hacen extensivas obligaciones como si fuera un codeudor solidario” (Villegas Carlos G. “Las garantías del crédito” p.131), porque “subsisten analogías” entre las figuras del fiador y el codeudor solidario en caso (como el de autos), en que al controvertirse la indeterminación del crédito “la fijación del monto debe hacerse con intervención del deudor principal” (Lorenzetti Ricardo “Tratado de los contratos” T. III p.490 N°2). Por ende aquí se aplican igualmente para elucidar la situación del codeudor solidario, con carácter remanente, los principios que regulan la determinación de la obligación asumida por el fiador (Villegas Carlos G. “Las garantías del crédito” p.131). De modo, entonces, que corresponde abocarse al examen del agravio.

         Siendo el contrato de fianza del “sub-lite” de fecha 17 de diciembre de 1999 (fs.18) y las obligaciones afianzadas vencieron en fechas posteriores (conf. pagaré fs.14 y saldo deudor de cuenta corriente de fs.15) la cuestión remite a la determinación del objeto de la obligación garantizada. (“La fianza futura debe tener un objeto determinado” dice el art.1989 Cód.Civ.) lo que ha dividido a la doctrina y jurisprudencia (arts.1986, 1988, 1989, 1990, 1993, 2005 y concs. Cód.Civ.; art.480 y concs. Cód.Com.).

         Los autores, en general y predominantemente, se pronunciaron en contra de la solución legal propiciando una interpretación restrictiva. En ese sentido el maestro Borda afirmó que debe “constar cuál es la obligación que se garantiza” porque “si bien la ley permite el afianzamiento de una obligación futura y de monto indeterminado, de todas maneras exige que se determine la obligación” (Borda, Guillermo A. “Tratado de Derecho Civil. Contratos” T.II. pág.612). Por ello y “si la fianza se ha otorgado para todas las operaciones que el afianzado realice con determinada persona, aunque el crédito sea incierto y no se estableciera límite de cantidad” se trata  de “un supuesto de obligación indeterminada” (Borda, Guillermo A. “Tratado de Derecho Civil. Contratos” T.II. pág.612). Esa indeterminación puede recaer, en esencia, en el negocio o causa fuente que lo determina (en el caso el pagaré y el saldo deudor de la cuenta corriente) y también en el importe o monto que deben afrontar los garantes y en la delimitación de su tiempo de vigencia (C.N.Com. Sala B. 10/10/96 “Deustche Bank Argentina c/Naymark, Víctor”, L.L. 1997-C-179 y Sozzo, Gonzalo, “Revista de Derecho Privado y Comunitario” N°22, cit. pág.382). 

         La opinión de Borda es mayoritariamente seguida por la doctrina (ver en ese sentido Lorenzetti Ricardo “Tratado de los contratos” T. III p.501 y 502; Zago, Jorge en Bueres Alberto-Highton Elena “Código Civil” T.4D pág.332). No obstante ello, algunos autores y aún desde la postura restrictiva, propician otras interpretaciones más flexibles en las que -por ejemplo- sostienen que es suficiente una limitación “del género”. “Es garantizable el saldo de una cuenta corriente, pues al decir “cuenta corriente” ya se ha limitado la posibilidad de obligaciones futuras, porque no todas las obligaciones que puedan surgir con una persona ingresan en la cuenta corriente” (López de Zavalía, Fernando J. “Teoría de los Contratos” T.5 Parte especial (4) pág.80).

         Otra posición, ya en sentido opuesto a la tendencia más dominante, admite la validez de las fianzas globales en base al predominio de la autonomía de la voluntad (Lavalle Cobo en Belluscio, Augusto-Zannoni, Eduardo, “Código Civil” T.9 p.469).

         Una tésis intermedia acepta la determinación del monto siempre que contenga un tope o techo, y que el tiempo de vigencia también contenga alguna precisión que permita al fiador (aquí los codeudores demandados) “delimitar en definitiva el riesgo asumido”. “Sería sospechoso –se dice- que un contratante racionalmente orientado se obligara sin límite alguno. Nada impide que asuma grandes riesgos, garantice obligaciones futuras o de monto indeterminado, pues el objeto y específicamente el riesgo, deben estar limitados, ya que de lo contrario sería judicialmente censurable” (Lorenzetti, Ricardo Luis “Tratado de los Contratos” cit. T.III p.502). Esta es la solución final del caso citado (C.N.Com. Sala B. 10/10/96 “Deustche Bank Argentina c/Naymark, Víctor”, L.L. 1997-C-179 y comentado por Sozzo) en el que había monto máximo y un límite temporal de 5 años (en el mismo sentido Cám.Apel.Civ.y Com. San Francisco, 01/08/1991 “Banco Rural (Sunchales) Coop.Ltdo. Suc.Arroyito c/Noemí Cuquejo y José L.Giorda s/Demanda” elDial – CCF1A).

         En este orden de criterios eclécticos, más ajustados a la justicia del caso que a soluciones abstractas y estandarizadas, Sozzo postula que debe estarse a “las constancias del caso concreto, en especial a aquellas referidas a la relación afianzada, y tener en cuenta así si la obligación impaga que se pretende cobrar al fiador tiene una conexión razonable, conforme el principio de buena fe, con la especie de negocios que se afianzó; en caso contrario estaremos frente a un ejercicio abusivo por parte de la banca” (Sozzo, Gonzalo en “Revista de Derecho Privado y Comunitario” N°22, cit. pág.387). Este autor añade luego otros parámetros computables como el principio  “in dubio pro consumidor” (arts.36, 37 y concs. Ley 24240) –cuya aplicación solicita la apelante- y propicia acudir a otros criterios complementarios como el de normalidad y profesionalidad. 

         Empero la jurisprudencia, en general, se inclina mayoritariamente por la tesis seguida por el fallo de grado, admisible del afianzamiento de obligaciones ómnibus, no siguiendo tanto las tesis autorales. Ello se muestra marcadamente en el nutrido repertorio de fallos de las Cámaras Comerciales Nacionales que han resuelto –reiteradamente- que “el art.1988 del Cód.Civ. autoriza a que la fianza sea otorgada con respecto a todas las obligaciones futuras que el afianzado contraiga con determinada persona, no siendo ello violatorio de la regla del art.1989 del Cód.Civ., pues tal universalidad satisface la determinación del objeto requerido por dicha norma, el cual está constituido por todas las obligaciones que asume el afianzado con respecto al acreedor” (C.N.Com. Sala A, 17/5/2000 “Bco.Francés c/Ravert, Enrique”, L.L. 2001-B-853; C.N.Com. Sala B, 24/10/88, “Epstein, Gregorio c/Canavera, Reinaldo A.”, E.D.133-551; C.N.Com. Sala A, 15/5/97 “Bco.Felgin S.A. c/Aranovich Manuel”, L.L.1998-C-621; C.N.Com. Sala C. 10/8/2004 “Coop. de Crédito y Vivienda Financoop Ltda. c/Ambroggi, Alberto” L.L.2004-B-2892).

         Empero, y como también lo afirma el agravio, algunos tribunales bonaerenses se han inclinado por la tesis restrictiva. En esa tendencia un prestigioso tribunal resolvió que “la fianza de una obligación futura debe tener siempre un objeto determinado, aunque el crédito futuro sea incierto y su cifra indeterminada, enunciándose con toda precisión y claridad cual es la obligación que se garantiza” (art.1989 Cód.Civ.; Cám.Civ.1 Sala 2 Mar del Plata, 4/4/95 “Banco Integrado Dep. Coop.Ldo. c/Juan Angel Pasqualini e hijos S.A. s/Ejecución”).

         2) Así las cosas la traslación de esa base dogmática al “sub-lite”, no obstante que parecería ser favorable a la pretensión apelante, no importa acoger su pretendida invalidez del contrato de fianza de fs.18.

         En efecto y sin el propósito de postular -en el caso y dadas sus singularidades- un criterio general sino de arribar a la solución de la litis, tengo especialmente en consideración que los deudores recurrentes sólo se limitaron –casi en abstracto- a cuestionar la validez formal del instrumento de crédito sin sustentarlo en hechos puntuales demostrativos de cómo la pretendida invalidez repercutió negativamente cercenando sus derechos patrimoniales. Me explico: si bien aquí podría haber indeterminación de los negocios jurídicos que se garantizaron ya que no se especificaron cuáles eran las obligaciones aseguradas (que luego resultaron ser el saldo deudor de la cuenta corriente bancaria y el pagaré, conf. fs.15/20) y el contrato de fianza no contiene precisiones sobre los límites de la suma (tanto en su cuantía como en su vigencia temporal) siguiendo un criterio intermedio, corresponde valorar que no se alegó ni explicó en concreto cuál es el agravio derivado de la garantía personal otorgada. Ello porque, en primer lugar, suscribieron voluntariamente esa obligación, conforme el principio de la autonomía de la voluntad y de buena fe (arts.1197, 1198 y concs. Cód.Civ.) y ahora intentan cancelar los efectos de sus propios actos jurídicos anteriores generadores de confianza en el acreedor, pero sólo con la alegación de su invalidez genérica sin proporcionar argumentos verosímiles que expliquen las razones y fundamentos del cambio de conducta negocial. Es que, como contrapartida, no puede soslayarse que la asunción de la deuda implicó en el acreedor la confianza y expectativa de cumplimiento.

         Los recurrentes no adujeron en concreto cómo se afectaba la razonable relación entre las obligaciones impagas y la relación  de fianza  (conexión razonable la denomina Sozzo, acudiendo al criterio de normalidad, como lo postula Díaz-Picazo, en ob.cit. “Contratos” en “Revista de Derecho Privado y Comunitario” N°22, pág.387).

         Esa carga argumentativa de la abusividad de la fianza (la que, en principio, no se presume; arts.1071, 1197, 1198 y concs. Cód.Civ.) recae en el fiador porque su eventual perjuicio (el desconocimiento del riesgo asumido) juega particularmente en el instituto de la retractación de la fianza, lo que no se invocó (Lorenzetti Ricardo “Tratado de los contratos” T. III p.502/503; art.1990; doct. Cám.Civ. Sala 1 Mar del Plata,  30/4/98 “Banco de Galicia y Bs.As. c/Gabliardi Zunilda s/Ejecución saldo cuenta corriente”, sumario Juba B1351596). Sin embargo y en segundo y decisivo lugar lo que me convence de la validez -en este caso- de la fianza de fs.18 suscripta por los apelantes es que ellos pudieron personalmente prever el riesgo asumido, obrando con cuidado y precaución, conforme se desprende del principio de normalidad, porque eran los integrantes (y sus cónyuges) de la sociedad que asumió la obligación principal (arts.512, 902, 906 y concs. Cód.Civ.).

         Tal como resulta de la solicitud de apertura de cuenta corriente los co-ejecutados Pascual Ferraro –quien no se excepcionó- y Daniel Luis Chaffraix son el Presidente y Vicepresidente de la sociedad “La Ganadera de Juan N. Fernández S.A.”, el deudor principal, (conf. pieza de fs.16/18vta.) y Alcira Susana Frecchero resultaría ser la esposa de aquel (conf. escrito de demanda fs.22vta.). También está acreditado con instrumentos públicos glosados que Hilda Noemí Pallero (que es otra persona distinta a Nilda Noemí Pallero, conf.informe fs.179) es la esposa de Chaffraix (conf. escritura pública de fs.183/185).

         En definitiva, y en dos palabras, dado que los fiadores son las personas físicas (y sus cónyuges) que integran la persona jurídica que asumió la deuda, y que como autoridades tienen la gestión y administración de la sociedad deudora, no basta la alegación formal, abstracta y genérica de la nulidad o invalidez de la fianza, cuando el riesgo asumido en tal carácter está notoriamente conectado en ese doble carácter de integrantes de la persona jurídica deudora y como sus fiadores. En autos, y en lo sustancial, la denuncia de invalidez debió ser acompañada de verosímiles datos fácticos, faltantes en la especie (arts.375 y 384 C.P.C.).

         Añado que, por lo dicho, no obsta esta conclusión que los demandados sean consumidores de servicios bancarios, tal como lo ha admitido antes este Tribunal (Causas N°45795, 30/9/2003 “Gancedo, Miguel c/Bco.Río de La Plata s/Ds.y Pjs.”; N°43976, 8/4/02 “Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/Rodríguez García S.A. s/Cobro Ejecutivo”).

         Por ello, y en lo que ha sido objeto de recurso y agravio, voto por la confirmación del fallo.

         3) En lo relativo a la tasa de interés de la cuenta corriente, fijada por la sentencia atacada en la tasa activa del Banco Nación, en defecto de tasa convencional (conf. contrato fs.18) y ante la ausencia de tasa legal; arts.622 y 623 Cód.Civ.; art.795 Cód.Com.) procede  la aplicación de la tasa pasiva (conf. esta Sala  causa N°49914, 29/8/06 “Bco.de la Pcia. de Bs.As. c/El Lucero de Tandil S.R.L. s/Cobro Ejecutivo”). En ese precedente este Tribunal precisó, conforme la doctrina legal vinculante de la Suprema Corte, que en ausencia de convenio de intereses o de pacto legal en el contrato de cuenta corriente bancaria rige la tasa de interés que pague el Banco de la Provincia de Bs.As. en su operaciones a 30 días (arts.622 Cód.Civ. y 565, 791, 795 Cód.Com.; S.C.B.A. L58171, sent-II-1996; esta Cámara Sala I, causa 48354, 27/5/2005 “Banca...”).

         También debe acogerse el agravio en cuanto a la tasa por el crédito adeudado por el pagaré que se fijó a partir del 1 de octubre de 2002 y hasta el efectivo pago y en base a lo prescripto por la ley 25713 –TO ley 25796-, en la tasa activa que cobre el Banco de la Nación Argentina para operaciones de descuento a 30 días. En autos corresponderá aplicar “el interés que prevé el art.4 de la ley 25713 (sustituido por el art.1 de la ley 25796), esto es, se devengará la tasa de interés nominal anual convenida en el contrato de origen, vigente al día 2 de febrero de 2002 (con la salvedad de que si dicha tasa fuera superior al promedio de las tasas vigentes en el sistema financiero durante el año 2001, que informe el Banco Central de la República Argentina, se aplicará esta última)” (esta Sala, causa N°50334, 28/9/06 “Banco de la Provincia de Bs.As. c/Bicondoa, Mauricio E. y otros s/Cobro Ejecutivo”). Empero, y en ausencia de convenio de intereses (conf. el pagaré de fs.14, que no tiene completada la tasa que está en blanco) debe igualmente mantenerse la tasa activa, porque esa es la tasa legal expresamente prevista para el pagaré (art.52 inc. 2 dec./ley 5965/63)aunque con el tope que resulte del art.4 última parte de la ley 25796.

         Así lo voto.

         A la misma cuestión, los Señores Jueces, Dres. Peralta Reyes y De Benedictis, votaron en idéntico sentido.       

         A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Doctor GALDOS, dijo: 

         Atento lo acordado al tratar la cuestión anterior, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts.266, 267 y concs. del C.P.C.C., corresponde confirmar en lo principal la sentencia recurrida y modificarla parcialmente estableciéndose que la tasa de interés para el crédito de $ 52.518,41 de la cuenta corriente bancaria será la pasiva y respecto de la tasa por el crédito adeudado por el pagaré se mantendrá la tasa activa que cobra el Banco de la Nación Argentina para operaciones de descuento a 30 días, con el tope que resulte del art.4 última parte de la ley 25796; imponiendo las costas de la Alzada en un 20% a la actora y el 80% al demandado, atento el modo en que prosperaron los agravios (art.71 C.P.C); difiriendo la regulación de honorarios para su oportunidad (art.51 ley 8904).

         Así lo voto.

         A la misma cuestión, los Señores Jueces, Dres. Peralta Reyes y De Benedictis, votaron en idéntico sentido.       

         Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:
                 S  E  N  T  E  N  C  I  A
       Azul,      1       de Marzo de 2007.-

              AUTOS Y VISTOS:

                    CONSIDERANDO:

                                 Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts.266, 267 y concs. del C.P.C.C., CONFÍRMASE en lo principal la sentencia recurrida y MODIFÍCASELA parcialmente estableciéndose que la tasa de interés para el crédito de $ 52.518,41 de la cuenta corriente bancaria será la pasiva y respecto de la tasa por el crédito adeudado por el pagaré se mantendrá la tasa activa que cobra el Banco de la Nación Argentina para operaciones de descuento a 30 días, con el tope que resulte del art.4 última parte de la ley 25796; IMPÓNENSE las costas de la Alzada en un 20% a la actora y el 80% al demandado, atento el modo en que prosperaron los agravios. DIFIÉRESE la regulación de honorarios para su oportunidad. NOTIFÍQUESE por Secretaría y devuélvase. Fdo.: Dr.Jorge M.Galdós – Dra.Ana M.De Benedictis – Dr.Víctor M. Peralta Reyes. Ante mí: Dra. María Fabiana Restivo.---------------------------
